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Bogotá D.C., 19 de noviembre de 2025


Doctor                                                                               Doctora
GABRIEL BECERRA YAÑEZ		         AMPARO YANETH CALDERÓN 
Presidente Comisión Primera	       	         Secretaria Comisión Primera
Cámara de Representantes 
Ciudad 



Asunto: Informe de Ponencia Negativa para primer debate del Proyecto de Ley Estatutaria 348 de 2025 Cámara “Por medio del cual se derogan los artículos 30, 32, 33 y se modifica el parágrafo único del artículo 38 de la ley 996 de 2005, por medio de la cual se reglamenta la elección de Presidente de la República, de conformidad con el artículo 152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras disposiciones.”


Cordial saludo,

En cumplimiento de la designación hecha por la Mesa Directiva de la Comisión Primera Constitucional Permanente de la Cámara de Representantes, y siguiendo los dispuesto en el artículo 174 de la Ley 5 de 1992, ponemos en consideración el siguiente informe de ponencia negativa para primer debate del Proyecto de Ley Estatutaria de la referencia.


Atentamente,



ALIRIO URIBE MUÑOZ                                        SANTIAGO OSORIO MARÍN                               
Representante a la Cámara                                 Representante a la Cámara 
Ponente                                                                       Ponente 




LUIS ALBERTO ALBÁN                                        ANA PAOLA GARCIA
Representante a la Cámara                                 Representante a la Cámara
Ponente                                                                       Ponente




HERNÁN DARÍO CADAVID                                JULIO CÉSAR TRIANA QUINTERO
Representante a la Cámara                                 Representante a la Cámara 
Ponente                                                                       Ponente





MARELEN CASTILLO TORRES                        JUAN CARLOS WILLS OSPINA
Representante a la Cámara                                Representante a la Cámara 
Ponente                                                                      Ponente





ORLANDO CASTILLO ADVÍNCULA               ÓSCAR HERNÁN SÁNCHEZ LEÓN
Representante a la Cámara                                Representante a la Cámara 
Ponente                                                                      Ponente



















INFORME DE PONENCIA NEGATIVA AL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA No. 348 DE 2025 CÁMARA

“Por medio del cual se derogan los artículos 30, 32, 33 y se modifica el parágrafo único del artículo 38 de la ley 996 de 2005, por medio de la cual se reglamenta la elección de Presidente de la República, de conformidad con el artículo 152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras disposiciones.”


I. Antecedentes del Proyecto de Ley

El 17 de septiembre de 2025 se radicó en la Cámara de Representantes el Proyecto de Ley 348 de 2025 Cámara,“Por medio del cual se derogan los artículos 30, 32, 33 y se modifica el parágrafo único del artículo 38 de la ley 996 de 2005, por medio de la cual se reglamenta la elección de Presidente de la República, de conformidad con el artículo 152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras disposiciones.”. 
La iniciativa fue presentada por los Honorables Representantes: Aníbal Gustavo Hoyos Franco, Flora Perdomo Andrade, Germán Rogelio Rozo Anís, Gilma Díaz Arias, José Octavio Cardona León, Olga Lucía Velásquez Nieto y se remitió a la Comisión Primera Constitucional de la Cámara de Representantes para su debate. Posteriormente, mediante el oficio CPCP 3.1-494-2025 del 29 de octubre de 2025, la Mesa Directiva de la Comisión Primera de Cámara de Representantes designó como ponentes a los Representantes: Óscar Hernán Sánchez León, Alirio Uribe Muñoz, Juan Carlos Wills Ospina, Santiago Osorio Marín, Julio Cesar Triana Quintero, Ana Paola García Soto, Hernán Darío Cadavid Márquez, Orlando Castillo Advíncula, Marelen Castillo Torres y Luis Alberto Alban Urbano. 

II. Objeto del Proyecto de Ley 

El Proyecto de Ley Estatutaria tiene por objeto amparar el cumplimiento de los fines y cometidos estatales, a través del ejercicio habitual y corriente de la función pública en condiciones de eficiencia, y eficacia, en tiempos en donde el Estado no puede ser inoperante y pausado. 

III. Contenido del Proyecto de Ley 
El proyecto de ley está compuesto por tres artículos:
El artículo 1 establece el objeto de la iniciativa, señalando que la finalidad es garantizar que la función pública pueda ejercerse de manera habitual, eficiente y eficaz, evitando que el Estado se vea limitado o paralizado durante los periodos preelectorales.
El artículo 2 modifica el artículo 38 de la Ley 996 de 2005, manteniendo las prohibiciones generales para los servidores públicos frente a la participación en política, pero introduciendo ajustes en el parágrafo. Entre ellos, conserva la restricción para que gobernadores, alcaldes y directivos de entidades territoriales no destinen recursos públicos para actividades proselitistas en los cuatro meses anteriores a las elecciones, pero elimina de las prohibiciones la realización de convenios interadministrativos. 
Además, agrega una excepción que permite autorizar el uso de bienes inmuebles públicos para actos políticos, bajo la modalidad de alquiler y mediante la expedición previa de acuerdos municipales u ordenanzas departamentales. 
Finalmente, el artículo 3 establece la vigencia. 
IV. Consideraciones de la iniciativa 

Para los autores de esta iniciativa, el legislador estableció un marco legal, básicamente para las campañas presidenciales, el cual se extendió a otros cargos de elección popular a través de la ley 996 de 2005 que fue inspirada en el Acto Legislativo 02 de 2004, con el fin de garantizar la igualdad de condiciones entre candidatos, impedir la influencia de los servidores públicos y asegurar la transparencia del proceso electoral. Esta norma por demás, impone restricciones a la contratación pública, la vinculación de personal a la nómina estatal y el uso de bienes públicos durante los periodos previos a las elecciones. 

El periodo de garantías electorales consagrado en la mencionada ley, actualmente no conserva la impronta que lo inspiró (Acto Legislativo 2 de 2004, hoy derogado). Sin embargo, para los autores, esto establece un periodo de letargo y parálisis administrativa que soslaya los cometidos y fines estatales, establecidos por el constituyente primario en la Carta Política de 1991.

Este periodo de hibernación administrativa, denominada así por los autores, impide que el Estado en todos sus niveles, pueda realizar procesos contractuales directos, cuando lo pretendido era que el Candidato – Presidente tuviese limitadas sus facultades para adelantar procesos directos de contratación. 

Ahora bien, en reiterada jurisprudencia la Honorable Corte Constitucional ha expresado que, el test de proporcionalidad permite determinar sí en un estudio hermenéutico existe una finalidad legítima, si la medida es idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto, buscando equilibrar la restricción de un derecho con el beneficio que genera, y evitando afectaciones desproporcionadas a otros principios o derechos constitucionales. 
 
Dicho ello, para los autores, no es ajustado al mencionado test de proporcionalidad que la prohibición de contratación directa sea trasladada a los niveles más complejos de la administración pública como departamentos y municipios; cuando en dicho periodo pre-electoral, tienen proscrita la contratación directa indistintamente de la fuente de financiación. En otras palabras, refiere que no pueden ni siquiera contratar directamente con recursos propios de los entes territoriales. Luego entonces, resulta para estas entidades territoriales y para sus comunidades un periodo que limita el goce efectivo de sus derechos, incluso más allá de lo que pretendió el legislador, cuando vislumbró que el candidato - Presidente no se valiera de la contratación directa para eventualmente alterar los procesos eleccionarios, en los que incluso éste podía participar activamente. (en términos del acto legislativo 2 de 2004, hoy derogado).
 
Adviértase además, que las restricciones en la contratación pueden afectar la ejecución de proyectos y la prestación de servicios públicos esenciales, obligando a una planificación que aunque sea cuidadosa y eficiente por las entidades territoriales, en gran medida dependen de transferencias que alteran la planeación financiera de decenas de municipios, que posteriormente se ven enfrentados a un periodo de prohibición de los procesos contractuales; adicional que como se advirtió líneas arriba, en muchas ocasiones los procesos contractuales, no relacionan fuente de financiación del gobierno central. 
 
Recordemos la definición de convenio interadministrativo nos brinda la MOE “(…) Acuerdo celebrado entre dos o más entidades estatales para cumplir funciones propias, sin fines comerciales ni ánimo de lucro. No requiere licitación y se basa en el principio de colaboración entre entidades públicas, siempre que la entidad contratada tenga capacidad técnica y operativa para ejecutar el objeto del contrato (Ley 489 de 1998, art. 95) (…)”.
 
A su vez Colombia compra eficiente nos dice que “(…) el contrato o el convenio interadministrativo es el acuerdo donde concurre la voluntad de dos o más personas jurídicas de derecho público con la finalidad de cumplir, en el marco de sus objetivos misionales y sus competencias, con los fines del Estado (..)”
 
Para los autores, resulta muy a lugar recordar que, en su momento, la ley 2159 de 2021 estableció la posibilidad de celebrar convenios interadministrativos en época electoral, la del 2022, lo cual plasmó en su artículo 124, el cual quedó así:  ARTÍCULO 124°. Con el propósito de promover la reactivación económica y la generación de empleo en las regiones, a partir de la publicación de la presente ley y durante la vigencia fiscal 2022, la Nación podrá celebrar convenios interadministrativos con las entidades territoriales para ejecutar programas y proyectos correspondientes al Presupuesto General de la Nación.
 
La presente disposición modifica únicamente en la parte pertinente el inciso primero del parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005. 
 
Esta norma fue demandada ante la corte constitucional y fue declarada inexequible según Sentencia C-153 de 22, por vicios de procedimiento, especialmente la unidad de materia, toda vez que fue incluida en el contexto de la aprobación de la ley de presupuesto y además porque su trámite fue el propio de una ley ordinaria cuando debió dársele trámite como si fuera una ley estatutaria, lo cual la magistrada y la corte dijeron de esta manera (…).”

Para la Sala el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005, y en particular la prohibición de celebrar convenios interadministrativos para la ejecución de recursos públicos dentro de los cuatro (4) meses anteriores a las elecciones, tiene contenido estatutario. Ello es así a partir del análisis sobre su génesis y de la comprensión de las razones que a dicha configuración subyacen. Además de lo anterior, es necesario destacar que tal condición estatutaria no es un asunto novedoso para esta Corte, pues ello ya había sido materia de decisiones previas, como a continuación se expone (…)” Significa lo dicho que este congreso ha entendido el daño profundo que genera en las entidades territoriales la imposibilidad de celebrar convenios interadministrativos.
 
En la jurisprudencia antes citada, también se dijo que algunos intervinientes del proceso manifestaron que los convenios interadministrativos en época electoral no alteran las condiciones del proceso, pues “(…) suponer en abstracto que la disposición normativa acusada será mal utilizada para generar actos de corrupción, atenta contra el principio de presunción de buena fe que rige la conducta de autoridades y particulares (Art. 83 superior (…)”.
 
Para los autores, la prohibición no afecta realmente a los municipios de primera categoría y ni siquiera a las gobernaciones, pero si golpea a los municipios de sexta y quinta categoría, incluso a los de cuarta y tercera, que en gran medida dependen del giro de recursos que hacen las gobernaciones y la nación.
 
En medio de esta discusión, para los autores, no puede dejarse de lado las afectaciones que sufren las entidades adscritas que se ven impedidas para celebrar convenios incluso con el ente al cual pertenecen, lo que resulta inexplicable, pues eso lleva a concluir que la ley considera que un secretario de despacho adscrito a la alcaldía x no puede celebrar un convenio interadministrativo con un gerente de una entidad descentralizada adscrita a la misma alcaldía x por temor a que hagan trampa electoral siendo ambos dependientes del alcalde x. 
 
De igual manera, el proyecto de ley plantea que se pueda "prestar" o autorizar el uso de instalaciones públicas, mediante el esquema o modelo de alquiler de espacios tales como colegios, cuando no estén en clases o actividades, lo mismo que coliseos, polideportivos, canchas, salones y otros espacios en los que se puedan realizar las reuniones, fijando reglas claras de equilibrio e imparcialidad, con cobro de los espacios de ser necesario.
 
Para los autores, la democracia y la seguridad de los candidatos y comodidad de los ciudadanos merecen esta modificación, pues el modelo actual lo impide y por eso los ciudadanos que asisten se mojan, se quedan bajo el sol ardiente, deben permanecer de pie, etc., pero lo más grave, les toca presenciar temas tan dolorosos como el atentado a Miguel Uribe, pues es más fácil proteger un candidato en espacios cerrados que en mitad de la calle.
 
Para los autores, en un país con altos niveles de abstención debe procurarse todo tipo de soluciones que permitan e incentiven que los ciudadanos escuchen las propuestas de los candidatos de cara a obtener y lograr que en lo posible la decisión plasmada en el tarjetón esté prevalida de suficiente información para que la opinión prevalezca sobre la dádiva o la oferta, buscando en todo caso que el voto sea cada vez más informado, y eso es en parte lo que se podría solucionar con la iniciativa planteada.

De esa forma, para los autores, Colombia no puede seguir siendo un modelo democrático en el que cada vez haya más dificultades para el ejercicio de la actividad proselitista, pues lo que se ha buscado y lo que se ha querido no es ahuyentar al elector, sino más bien atraerlo y acercarlo al candidato. Ningún sentido tiene que los candidatos encuentren serios impedimentos para la realización de reuniones masivas, básicamente por falta de espacios y adicionalmente ninguna explicación suficiente se puede dar al hecho de promover un modelo proselitista que solo pueda desarrollarse en las calles, con serias afectaciones a la movilidad, contaminaciones por ruido, exposiciones innecesarias de los candidatos en temas de seguridad, incomodidades permanentes para los electores.

Así las cosas, para los autores, con el presente proyecto de ley se pretende conceder eficiencia al Estado en sus diferentes niveles administrativos, de tal suerte que se privilegien principios de raigambre constitucional y máximas de estricto cumplimiento.

V. Razones de la inconveniencia del proyecto de ley
Tras el estudio del proyecto de ley que pretende modificar el régimen de garantías electorales contenido en el artículo 38 de la Ley 996 de 2005, se recomienda archivar la iniciativa por razones de orden constitucional, jurisprudencial y de conveniencia democrática. En ese orden de ideas, se estudiarán los siguientes aspectos: (i) La prohibición de realizar convenios interadministrativos; (ii) El uso de bienes públicos en reuniones de carácter proselitista; y (iii) Vulneración del Principio de Unidad de Materia.
1. La prohibición de realizar convenios interadministrativos
El Proyecto de Ley elimina la prohibición de celebrar convenios interadministrativos durante los cuatro meses previos a las elecciones y habilita, bajo ciertas condiciones, el uso excepcional de bienes inmuebles públicos para actividades de carácter proselitista. Ambas modificaciones constituyen un retroceso frente a las garantías de transparencia e igualdad que gobiernan la contienda electoral en Colombia y desconocen precedentes claros de la Corte Constitucional sobre la materia.
En primer lugar, la prohibición de celebrar convenios interadministrativos en época preelectoral ha sido reconocida por la Corte Constitucional como un instrumento legítimo y necesario para asegurar la neutralidad del Estado frente a la competencia política. Al estudiar la Ley 996 de 2005, la Corte avaló expresamente estas restricciones y concluyó que el legislador puede limitar la contratación estatal en momentos sensibles del ciclo electoral y no se verán contrariados los principios de la función administrativa. 
“La Sala observa que todas las limitaciones previstas en el artículo 38 están claramente encaminadas a garantizar los principios de la función administrativa previstos en el artículo 209 de la Constitución, en particular la moralidad, la imparcialidad y la eficacia en el cumplimiento de las funciones. En esa medida, en términos generales, el artículo 38 no contraría disposición alguna de la Carta, sino que la desarrolla.” (Corte Constitucional, C- 1153 de 2005).
Por otra parte, si bien es cierto que mediante la Sentencia C-153 de 2022 la Corte Constitucional declaró inexequible el artículo 124 de la Ley 2159 de 2021 (el cual modifica de manera transitoria el inciso primero del parágrafo del artículo 38  de la Ley 996 de 2025, respecto de la celebración de convenios interadministrativos en época preelectoral), por el desconocimiento de la reserva de ley estatutaria de la ley 996 de 2005 y el principio de unidad de materia. Dicha corporación si mencionó aspectos relacionados con la realización de convenios interadministrativos:
“121. (...) (iv.1) los destinatarios de la medida son empleados del Estado que pueden participar en política, solamente en las condiciones de una ley estatutaria; y que, (iv.2) ordinariamente, en ejercicio de sus atribuciones pueden suscribir convenios interadministrativos. Por supuesto, el que lo puedan hacer no los habilita en momento alguno a desviar los fines del buen servicio en su celebración y, por tanto, nunca podrían suscribirlos para favorecer políticamente, por ejemplo, a organizaciones políticas o eventuales candidatos. No obstante lo anterior, (iv.3) como una medida dirigida a garantizar la transparencia y equilibrio en las contiendas electorales, el Legislador estatutario consideró que en época preelectoral esta competencia estaría proscrita; no porque se presuma la mala fe de tales funcionarios, sino porque la valoró como una regla importante para la democracia representativa. 
 
122. En estos términos, (iv.4) aunque el régimen integral que debe contener la ley estatutaria prevista en el artículo 127 no se ha proferido, la prohibición de celebrar convenios interadministrativos en los términos del parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005 tiene como fundamento esta cláusula constitucional, en tanto prevé prohibiciones particulares dirigidas a salvaguardar todos los fines asociados a una ley de garantías, en un momento de especial relevancia para el juego democrático; y, por lo tanto, su estatus cualificado es incuestionable. 
 
(...) 
 
124. Según esto último, en opinión de la Sala Plena la prohibición prevista para los empleados del Estado en el parágrafo 38 de la Ley 996 de 2005 objeto de análisis tiene además una relación inescindible y estrecha con la determinación de las reglas del juego democrático y, en consecuencia, su comprensión se inscribe también en el escenario de las garantías de la igualdad electoral, en los términos del artículo 152.f), y en el más amplio que se propone también por vía estatutaria regular la materia electoral para proteger, por ejemplo, los derechos de la oposición. De otra manera no podría juzgarse el hecho de que la ley de garantías electorales surgiera a partir de la necesidad de blindar los comicios electorales de una serie de riesgos que, desde un punto de vista, pudieran incidir en el equilibrio de candidatos y organizaciones políticas, y, desde otro, en la libertad misma del votante. La prohibición analizada, entonces, en la medida en que protege la destinación de recursos públicos para evitar un desbalance en el contexto de elecciones, es una medida dirigida a proteger el principio democrático del Estado.” (Corte Constitucional, C-153 de 2022) (negrillas fuera del texto)
En este sentido, la Corte señala que la prohibición de celebrar convenios interadministrativos se dirige a los funcionarios que manejan recursos públicos y que pueden incidir en el gasto en el nivel local. Esta restricción opera durante los cuatro meses previos a cualquier elección, no solo las presidenciales, porque ese periodo es especialmente delicado para la integridad del proceso democrático. En condiciones normales, estos servidores sí están facultados para suscribir convenios, siempre y cuando lo hagan dentro de los fines del servicio y sin favorecer intereses políticos.
Sin embargo, el legislador estatutario decidió suspender esta competencia en época preelectoral como una medida preventiva destinada a proteger la transparencia y el equilibrio entre candidatos y organizaciones políticas. No se trata de asumir mala fe en los funcionarios, sino de reconocer que la posibilidad de ejecutar recursos en este periodo puede influir en la percepción ciudadana, alterar la igualdad en la contienda o generar ventajas indebidas. Por esa razón, la restricción fue incorporada como una regla estructural del sistema de garantías electorales.
En consecuencia, la norma adquiere un carácter especialmente cualificado dentro del régimen estatutario, ya que su objetivo es impedir que los recursos públicos incidan en la competencia electoral y asegurar que todas las fuerzas políticas participen en condiciones de equilibrio. 
La medida protege principios esenciales para la democracia representativa, como la igualdad electoral, la neutralidad del Estado y la correcta destinación de los recursos públicos durante un momento decisivo del proceso democrático. Por este motivo, la promoción de una iniciativa legislativa que tenga como objetivo eliminar dicha prohibición iría en contravía de la constitución y las decisiones adoptadas por la Corte Constitucional. 
2. El uso de bienes públicos en reuniones de carácter proselitista
En segundo lugar, el proyecto introduce una excepción para permitir el uso de bienes inmuebles públicos en actividades proselitistas, bajo la figura del alquiler y con ciertas condiciones, como la situación de seguridad. Esta disposición supone un cambio sustancial frente al régimen de garantías vigente, pues abre la puerta a que la infraestructura estatal sea puesta al servicio de campañas políticas, incluso cuando se invoquen reglas formales de igualdad o mecanismos de pago por el uso de esos bienes.
De acuerdo con la jurisprudencia constitucional que ha desarrollado el alcance de las garantías electorales, el uso de bienes públicos con fines electorales no está acorde con los principios como la moralidad, la imparcialidad y la igualdad, y termina convirtiendo a las autoridades territoriales en actores que facilitan intereses partidistas, lo cual es incompatible con la exigencia de neutralidad que recae sobre el Estado en contextos electorales. 
Como se ha indicado con anterioridad la Corte ha establecido que lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 996 de 2005 tiene por finalidad garantizar los principios de la función administrativa, pero específicamente frente al inciso tercero del parágrafo del dicho artículo menciona
“La Corte encuentra ajustado a la Constitución el inciso tercero, porque, como las demás previsiones del artículo 38, tiende a proteger la moralidad administrativa. (...)” (Corte Constitucional, C- 1153 de 2005).
Adicionalmente, los criterios propuestos por el proyecto de ley resultan indeterminados y de difícil aplicación real. Expresiones como “razones de orden público” o “atendiendo a la necesaria seguridad” no cuentan con parámetros suficientemente delimitados, lo que abre un margen amplio para interpretaciones discrecionales por parte de las autoridades territoriales. En la práctica, estos conceptos sin definición normativa clara permiten que la administración pueda justificar la habilitación de bienes públicos para eventos proselitistas con base en apreciaciones subjetivas, sin mecanismos de control efectivos que impidan potenciales arbitrariedades.
Por otro lado, la supuesta “igualdad de condiciones” en el acceso a los bienes públicos es, en la mayoría de los casos, meramente formal. No existe un parámetro objetivo para identificar qué bienes pueden ser ofrecidos en igualdad de oportunidades, ni procedimientos uniformes que garanticen que todos los actores políticos puedan acceder a ellos en las mismas circunstancias. En muchos municipios, la disponibilidad de infraestructura pública es limitada y, por tanto, difícilmente replicable. Bajo estas condiciones, la igualdad deja de ser material y se reduce a un enunciado difícil de garantizar, dado que quien obtenga primero la autorización, o quien tenga mayor cercanía con la administración local, obtendría una ventaja evidente sobre los demás competidores.
Finalmente, el proyecto no prevé mecanismos reales para evitar que estas autorizaciones se conviertan en instrumentos de favorecimiento político. No se establecen criterios de publicidad suficientes, ni reglas sobre priorización, ni garantías procedimentales independientes que minimicen el riesgo de captura administrativa. 
Por estas razones, se concluye que el proyecto de ley no solo desconoce precedentes claros y reiterados de la Corte Constitucional, sino que reabre espacios para la politización de la contratación y de la infraestructura pública, afectando de manera directa la imparcialidad administrativa y la igualdad de condiciones entre las campañas electorales. En consecuencia, se recomienda archivar la iniciativa, en defensa del principio democrático, la integridad del sistema electoral y la neutralidad del Estado en época preelectoral.
3. Vulneración del Principio de Unidad de Materia
El título del proyecto de ley es: “Por medio del cual se derogan los artículos 30, 32, 33 y se modifica el parágrafo único del artículo 38 de la Ley 996 de 2005, por medio de la cual se reglamenta la elección de Presidente de la República, de conformidad con el artículo 152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras disposiciones.”
Con este título, se anuncia que la iniciativa derogará los artículos 30, 32 y 33, y que modificará únicamente el parágrafo del artículo 38 de la Ley 996 de 2005.
No obstante, del análisis del articulado se evidencia que el proyecto no deroga los artículos 30, 32 y 33, y que modifica el numeral 2 del artículo 38, además del parágrafo, lo cual no corresponde con lo anunciado en el título. Esta discrepancia significa una vulneración del principio de unidad de materia, establecido en el artículo 169 de la Constitución Política, el cual dispone “El título de las leyes deberá corresponder precisamente a su contenido (…)”.
En igual sentido, la Corte Constitucional, en la sentencia C-133 de 2012, estableció las reglas para la aplicación de este principio en los procesos legislativos, señalando que:
“(...) la Corte ha destacado que el principio de unidad de materia se traduce en la exigencia de que en toda ley debe existir correspondencia lógica entre el título y su contenido normativo, así como también, una relación de conexidad interna entre las distintas normas que la integran. Con ello, la propia Constitución Política le está fijando al Congreso dos condiciones específicas para el ejercicio de la función legislativa: (i) definir con  precisión, desde el mismo título del proyecto, cuáles habrán de ser las materias de que se va a ocupar al expedir la ley, y, simultáneamente, (ii) mantener una estricta relación interna, desde una perspectiva sustancial, entre las normas que harán parte de la ley, de manera que exista entre ellas coherencia temática y una clara correspondencia lógica con la materia general de la misma, resultando inadmisibles las modificaciones respecto de las cuales no sea posible establecer esa relación de conexidad. Consecuencia de tales condiciones, sería, entonces, que el Congreso actúa en contravía del principio constitucional de unidad de materia, “cuando incluye cánones específicos que, o bien [no] encajan dentro del título que delimita la materia objeto de legislación, o bien no guardan relación interna con el contenido global del articulado”.
De esta manera, se evidencia claramente una vulneración al principio de unidad de materia debido a que el título de la iniciativa legislativa no es concordante con lo establecido en el contenido normativo de la misma. En este sentido, el proyecto de ley vulnera la primera condición establecida por la Corte Constitucional en la cual se debe definir con precisión desde el título del proyecto las materias que se van a trabajar en la iniciativa. 
VI. Conclusiones 
El proyecto de ley resulta inconveniente porque elimina pilares que la Ley 996 de 2005 y la Corte Constitucional han considerado esenciales para proteger la transparencia y la igualdad electoral. La reforma propuesta pretende suprimir la prohibición de celebrar convenios interadministrativos en los cuatro meses anteriores a cualquier elección, a pesar de que esta restricción ha sido reconocida como una medida necesaria para garantizar la neutralidad del Estado y evitar que los recursos públicos sean utilizados de forma que alteren el equilibrio democrático. La propia Corte ha resaltado que esta prohibición tiene un estatus cualificado dentro del régimen estatutario, pues resguarda fines asociados a la ley de garantías y previene riesgos que pueden incidir tanto en la competencia entre candidatos como en la libertad del votante. 
Asimismo, el proyecto plantea permitir de manera excepcional el uso de bienes inmuebles públicos para actividades proselitistas mediante acuerdos u ordenanzas locales. No obstante, esta medida desconoce que la Corte Constitucional ha sido enfática en prohibir que la infraestructura estatal se utilice para favorecer intereses políticos, incluso bajo condiciones formales de igualdad. Al habilitar este tipo de usos, la iniciativa no solo contradice el carácter estatutario del régimen de garantías, sino que abre la puerta a prácticas que comprometen la moralidad, la imparcialidad y la neutralidad con la que debe actuar la administración pública durante los periodos electorales.
En conjunto, las modificaciones propuestas representan un retroceso injustificado en las garantías diseñadas para asegurar contiendas equilibradas y evitar la instrumentalización del poder público. La exposición de motivos del proyecto no ofrece argumentos que justifiquen debilitar estas salvaguardas, y su aprobación generaría riesgos que la jurisprudencia ha identificado de manera reiterada. Por estas razones, y en atención a la protección del principio democrático, la igualdad entre campañas y la confianza en la neutralidad del Estado, se recomienda archivar la iniciativa.
Finalmente, se evidencia claramente una vulneración al principio de unidad de materia debido a que el título de la iniciativa legislativa no es concordante con lo establecido en el contenido normativo del mismo.
VII. Conflicto de intereses 

Dando alcance a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992”, se hacen las siguientes consideraciones de conformidad con el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019, que establece:
 
“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los congresistas. Todos los congresistas deberán declarar los conflictos de intereses que pudieran surgir en ejercicio de sus funciones.
 
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista.
a)        Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.
b)        Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión.
c)         Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.
(...)”
                                                                                                   
Sobre este asunto la Sala Plena Contenciosa Administrativa del Honorable Consejo de Estado en su sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, M.P. Carlos Enrique Moreno Rubio, señaló que:
 
“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”.
 
En cumplimiento de lo acordado por el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, no se encuentran circunstancias de impedimento al no evidenciarse beneficios particulares, actuales y directos con relación a las disposiciones del presente proyecto de ley. 

VIII. Proposición 

En virtud de las consideraciones anteriormente expuestas, se rinde ponencia negativa para primer debate, y en consecuencia, solicitamos a los miembros de la Comisión Primera de la Cámara de Representantes ARCHIVAR  el Proyecto de Ley Estatutaria 348 de 2025 Cámara “Por medio del cual se derogan los artículos 30, 32, 33 y se modifica el parágrafo único del artículo 38 de la ley 996 de 2005, por medio de la cual se reglamenta la elección de Presidente de la República, de conformidad con el artículo 152 literal f) de la Constitución Política de Colombia, y de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 02 de 2004, y se dictan otras disposiciones.”.
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